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Decretos

DECRETO NUMERO 4320 DE 2007
(noviembre 8)

por el cual se reglamentan parcialmente los artículos 13, 14 y 15  
de la Ley 1151 de 2007.

El Ministro del Interior y de Justicia de la República de Colombia, delegatario de funcio-
nes presidenciales mediante Decreto número 4304 del 7 de noviembre de 2007, en ejercicio 
de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el artículo 189 
numeral 11 de la Constitución Política y la Ley 1151 de 2007,

DECRETA:
Artículo 1°. Sin perjuicio de las causales de inexistencia del acto o contrato a que se 

refiere el artículo 898 del Código de Comercio, la administradora de bienes incautados, o 
con extinción de dominio o comiso, o entregados para la reparación de las víctimas, podrá 
ordenar su enajenación o disposición cuando su naturaleza, uso o destino amenace deterioro 
o se imposibilite su administración.

Para los solos efectos del presente decreto, se entiende por:
a) Amenaza de deterioro: Cualquier indicio sobre la inminencia del menoscabo o 

empeoramiento de las condiciones físicas o económicas del bien incautado o la sociedad 
o grupo de empresas a la que pertenezca que puedan conducir a generar situaciones de 
desmejora respecto a las existentes al momento de la incautación del mismo.

b) Imposibilidad de administración: La ausencia de medios adecuados que impida 
el manejo, administración, disposición y organización de los bienes a cargo que permita 
obtener los rendimientos esperados frente a los mismos.

Artículo 2°. La Dirección Nacional de Estupefacientes, bajo su responsabilidad, podrá 
ordenar la enajenación o disposición de los bienes incautados cuando su naturaleza, uso o 
destino amenace deterioro o se imposibilite su administración, así:

2.1 El Director Nacional de Estupefacientes, previo estudio técnico, por cuenta y en 
virtud de la suspensión del poder dispositivo del Titular, podrá ordenar la enajenación o 
disposición de bienes, mediante acto administrativo motivado, contra el cual no procederá 
recurso alguno en vía gubernativa, que deberá ser comunicado al operador judicial de 
conocimiento del proceso de extinción de dominio. Se encuentran excluidos del estudio 
técnico los bienes fungibles.

2.2. El procedimiento de enajenación será el contemplado en la Resolución 023 del 10 
de julio de 2006 adoptada por el Consejo Nacional de Estupefacientes y las normas que la 
modifiquen, adicionen o deroguen. En todo caso, el precio base de enajenación correspon-
derá al valor del avalúo comercial del bien.

2.3. La transferencia del derecho de dominio en el caso de los bienes sujetos a registro, 
conforme a lo previsto en el parágrafo 4° del artículo 13 de la Ley 1151 de 2007, se efectuará 
mediante acto administrativo, a través del cual se ordenará:

a) Comunicar al operador Judicial, a fin de que proceda al levantamiento y sustitución 
de las medidas cautelares;

b) Transferir el bien al adquirente;
c) Anotar, por parte de la oficina de registro correspondiente, la tradición, la cual se 

efectuará en virtud de la ley, por cuenta del titular del derecho de dominio.
2.4. Una vez enajenado el bien y cancelado el precio por parte del adquirente, la Direc-

ción Nacional de Estupefacientes informará al operador judicial el resultado de la venta, 
a efecto de que la medida cautelar que pesaba sobre el bien incautado, se sustituya por el 
valor neto de la venta.

Artículo 3°. El Director Nacional de Estupefacientes, en ejercicio de la facultad de 
disposición contenida en el inciso 1° del artículo 12 de la Ley 1151 de 2007, podrá auto-
rizar mediante acto administrativo motivado, previo estudio financiero, la constitución de 
garantías reales o fideicomisos de garantía sobre los activos pertenecientes a sociedades o 
establecimientos de comercio incautados, con el fin de generar recursos que se destinarán 
exclusivamente a actividades que permitan mantener o mejorar su productividad económica. 
El acto administrativo se comunicará al operador judicial con el objeto de que ordene la 
inscripción del gravamen en la oficina de registro.

Parágrafo 1°. En el evento que el operador judicial ordene la devolución del bien a su 
propietario, este se entregará con el gravamen que se haya constituido.

Parágrafo 2°. Los gravámenes constituidos con posterioridad a la incautación del bien, 
en virtud del presente decreto, no se cancelarán como consecuencia de la extinción del 
derecho de dominio.

Parágrafo 3°. Cuando de conformidad con las normas legales sea procedente ordenar 
la extinción del derecho de dominio, la Dirección Nacional de Estupefacientes, a través del 
Frisco, procederá a disponer la enajenación del bien con el objeto de sufragar la cancelación 
del gravamen que tenga constituido en desarrollo de este decreto. De no ser procedente la 
enajenación, se cancelarán estos gravámenes con recursos del Frisco.

Artículo 4°. La Dirección Nacional de Estupefacientes invertirá los recursos procedentes 
de la enajenación de los bienes a que se refiere el presente decreto, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 2° de la Ley 785 de 2002 y la Resolución 023 del 10 de julio de 
2006 adoptada por el Consejo Nacional de Estupefacientes y las normas que las modifiquen, 
deroguen o adicionen.

Artículo 5°. La Dirección Nacional de Estupefacientes, con cargo a los recursos del 
Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado, 
Frisco, podrá efectuar los gastos que sean necesarios para la protección, administración, 
conservación y mantenimiento de los bienes a su cargo, en el porcentaje y cuantía que para 
el efecto disponga el Consejo Nacional de Estupefacientes.

El Director Nacional de Estupefacientes ordenará, mediante acto administrativo moti-
vado, el reconocimiento y pago de gastos recuperables o reintegrables, que, debidamente 
soportados en estudio técnico, se estimen sean necesarios para proteger, administrar, con-
servar o mantener el bien incautado.

Si se ordena la devolución del bien al propietario y no hubieren retornado los dineros 
invertidos, el Director Nacional de Estupefacientes, mediante acto administrativo motivado, 
el cual presta mérito ejecutivo, ordenará al propietario el pago de estos dineros.

La Dirección Nacional de Estupefacientes velará por que la totalidad de los recursos 
requeridos para cada bien sea reintegrada al Frisco, una vez estos sean productivos, enaje-
nados o se ordene su devolución por parte del operador judicial.

Artículo 6°. Si el operador judicial ordena la extinción del derecho de dominio a favor 
del Estado del total de acciones, cuotas, derechos o partes de interés que representen el 
capital de una sociedad, tal declaración comprende la extinción del derecho de dominio 
sobre los bienes que comprenden el activo societario. Las deudas a cargo de la sociedad 
que subsistan, serán canceladas con el producto de la venta de dichos bienes cuando, de 
conformidad con las normas legales, sea procedente esta venta. De no ser procedente la 
enajenación, se cancelarán las deudas con recursos del Frisco.

Declarada por el operador judicial la extinción del derecho de dominio a favor del Es-
tado del total de acciones, cuotas, derechos o partes de interés que representen el capital de 
una sociedad y se inicia o se encuentra en trámite un proceso de extinción de dominio que 
involucre bienes y/o activos de la sociedad extinguida, la Dirección Nacional de Estupe-
facientes, previa designación de un depositario con funciones de liquidador conforme a la 
normas que rigen la liquidación voluntaria de sociedades, solicitará al operador judicial la 
terminación del proceso de extinción de dominio respecto de tales bienes y el levantamiento 
de las medidas cautelares que pudieren recaer sobre el bien.

Artículo 7°. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia del presente 
Decreto, la Dirección Nacional de Estupefacientes procederá a la revisión de los contratos 
suscritos sobre los bienes bajo su administración y podrá darlos por terminados unilateral-
mente, previo el procedimiento establecido en el presente decreto.

Respecto de los bienes que se llegaren a incautar con posterioridad a la entrada en vi-
gencia del presente decreto, el término de seis (6) meses, a que se refiere el artículo 14 de 
la Ley 1151 de 2007, se contará a partir de la materialización de la medida cautelar.

Artículo 8°. Para los efectos previstos en el artículo anterior, teniendo en cuenta lo seña-
lado en el Código Contencioso Administrativo, se establece el siguiente procedimiento:

Ministerio del interior y de Justicia
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8.1. El Director Nacional de Estupefacientes conformará al interior de la entidad un 
comité de revisión que asesorará al Subdirector de Bienes.

8.2. La Subdirección de Bienes o el área que cumpla sus funciones presentará ante el 
Comité de Revisión el expediente correspondiente al bien y los documentos referentes a 
los negocios jurídicos celebrados.

8.3. El Comité de Revisión realizará, en un plazo de 10 días, el examen del expediente 
formulando la recomendación correspondiente al Subdirector de Bienes. De todo esto se 
dejará constancia en el acta que para tal fin se levante.

8.4 Recibido el informe por parte del Subdirector de Bienes, se dará traslado del mismo 
a la parte interesada que suscribió el negocio jurídico y al depositario del bien, a efecto de 
que dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación, ejerza directamente 
o a través de apoderado debidamente constituido, el derecho de defensa y contradicción, y 
aporte las pruebas que consideren pertinentes, las cuales se valorarán bajo los postulados 
de la sana crítica y conforme a las reglas del Código Contencioso Administrativo y del 
Código de Procedimiento Civil.

8.5. Si el interesado dentro del término establecido en el numeral anterior no se opone 
a la actuación administrativa, se continuará con el trámite correspondiente.

8.6. Si es presentado el escrito de defensa, se remitirá al Comité de Revisión a efectos de 
que, en un plazo de 5 días, analice la documentación presentada y rinda el correspondiente 
informe ante el Subdirector de Bienes.

8.7. Recibido el informe el Subdirector de Bienes, en un plazo de 5 días, mediante acto 
administrativo motivado, adoptará la determinación a que haya lugar, la cual se notificará 
conforme a los artículos 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo, informando que 
frente a la misma proceden los recursos de reposición y de apelación, este último ante el 
Director Nacional de Estupefacientes. A los recursos se les dará el trámite previsto en los 
artículos 50 y siguientes del Código Contencioso Administrativo

8.8. En firme el acto administrativo que declare la terminación unilateral de los negocios 
jurídicos realizados, las autoridades civiles y de policía están en la obligación de adelantar 
todas las actuaciones necesarias para la restitución inmediata del bien a la Dirección Na-
cional de Estupefacientes.

Artículo 9°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 8 de noviembre de 2007.

CARLOS HOLGUIN SARDI
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.

Ministerio de Hacienda  
y crédito Público

resoluciones

RESOLUCION NUMERO 3035 DE 2007
(noviembre 6)

por la cual se modifica el numeral 2.8. del Pliego de Condiciones 
de la Licitación Pública número 13 de 2007.

La Secretaria General del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en uso de sus 
facultades legales y en especial de las que le confieren el artículo 12 de la Ley 80 de 1993, 
14 del Decreto 679 de 1994 y el artículo 1° de la Resolución Ministerial número 093 del 
25 de enero de 2002,

CONSIDERANDO:
Que el mandamiento Superior en su “Artículo 209 señala: La función administrativa 

está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios 
de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, me-
diante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. (Resaltas 
fuera de texto).

Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cum-
plimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá 
un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley;

Que la Ley 80 de 1993 dispone: “Artículo 23. De los principios en las actuaciones 
contractuales de las entidades estatales. Las actuaciones de quienes intervengan en la con-
tratación estatal se desarrollarán con arreglo a los principios de transparencia, economía 
y responsabilidad y de conformidad con los postulados que rigen la función administrativa. 
Igualmente, se aplicarán en las mismas las normas que regulan la conducta de los servi-
dores públicos, las reglas de interpretación de la contratación, los principios generales 
del derecho y los particulares del derecho administrativo”.

Artículo 25. Del principio de economía. En virtud de este principio: 1° En las normas 
de selección y en los pliegos de condiciones (...) para la escogencia de contratistas, se 
cumplirán y establecerán los procedimientos y etapas estrictamente necesarios para 
asegurar la selección objetiva de la propuesta más favorable. Para este propósito, se 
señalarán términos preclusivos y perentorios para las diferentes etapas de la selección y 
las autoridades darán impulso oficioso a las actuaciones. En los procesos contractuales 
los interesados tendrán oportunidad de conocer y controvertir los informes, conceptos 
y decisiones que se rindan o adopten, para lo cual se establecerán etapas que permitan 
el conocimiento de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observa-
ciones;

Que la Ley 489 de 1998 señala: “Artículo 3°. Principios de la función administrativa. 
La función administrativa se desarrollará conforme a los principios constitucionales, en 
particular los atinentes a la buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, economía, impar-
cialidad, eficacia, eficiencia, participación, publicidad, responsabilidad y transparencia. 
Los principios anteriores se aplicarán, igualmente, en la prestación de servicios públicos, 
en cuanto fueren compatibles con su naturaleza y régimen. (Resaltas propias);

Que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público dispuso mediante Resolución número 
2565 del 28 de septiembre de 2007 la apertura de la Licitación Pública número 013 de 2007, 
cuyo objeto se precisó en los siguiente términos: “Contratar los servicios que garanticen 
la continuidad de los servicios de Administración y Operación del Sistema de Bonos Pen-
sionales a cargo de la Nación, así como el mantenimiento, actualización y mejoras del 
software que resulten necesarias para su correcto y eficiente funcionamiento de acuerdo 
con las políticas y estándares tecnológicos definidos por el Ministerio de Hacienda, y con 
los requerimientos de arquitectura, funcionales y no funcionales aquí definidos, sobre los 
estándares de calidad que el Ministerio determine” y en el marco de la misma se adoptó 
como término de evaluación, once (11) días hábiles, término que se registra en el numeral 
2.8 del pliego de condiciones;

Que conforme al cronograma establecido, el término, para exhibición del informe 
de evaluación, comenzaría a correr a partir del día hábil siguiente al vencimiento del 
término de evaluación, esto es, 8 de noviembre de 2007; no obstante, como para la 
fecha de expedición del presente acto administrativo, se han realizado los estudios de 
evaluación sobre los postulados de eficiencia, eficacia y economía, procede la modifi-
cación del término de traslado, en lo que hace a anticipar la exhibición del documento 
de evaluación;

Que así las cosas, dispone el Ministerio de Hacienda y Crédito Público exhibir el do-
cumento de evaluación a partir de la fecha, esto es, 7 de noviembre de 2007, lo que apunta 
a que el traslado del documento de evaluación se surta dentro del plazo comprendido entre 
el 7 de noviembre de 2007 y el 14 de noviembre de 2007, término durante el cual se podrán 
presentar las observaciones que se consideren pertinentes;

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modificar el numeral 2.8. del pliego de condiciones denominado “Término 
para evaluación” de la Licitación Pública número 13, a partir de la exhibición de documento 
de evaluación, así:

2.8. TERMINO PARA EVALUACION
EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO tendrá un término de diez 

(10) días hábiles contados a partir del día hábil siguiente al cierre de la presente licitación, 
para elaborar los estudios jurídicos, técnicos, económicos y financieros necesarios para la 
evaluación de las PROPUESTAS y para solicitar a los PROPONENTES las aclaraciones 
y explicaciones que se estimen indispensables, sin que por ello el PROPONENTE pueda 
adicionar, modificar, completar o mejorar SU PROPUESTA.

Artículo 3°. La presente resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su ex-
pedición.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 6 de noviembre de 2007.
La Secretaria General,

Elizabeth Cadena Fernández.
(C. F.)

Ministerio de la Protección social

resoluciones

RESOLUCION NUMERO 4002 DE 2007
(noviembre 2)

por la cual se adopta el Manual de Requisitos de Capacidad de Almacenamiento  
y/o Acondicionamiento para Dispositivos Médicos.

El Ministro de la Protección Social, en ejercicio de sus facultades legales, en especial, 
las conferidas en el artículo 429 de la Ley 9ª de 1979 y en desarrollo de lo establecido en 
los artículos 10 y 11 del Decreto 4725 de 2005,


